“POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA UNA MODIFICACIÓN EXCEPCIONAL DE NORMAS URBANÍSTICAS Y UNA MODIFICACIÓN POR RAZONES DE EXCEPCIONAL INTERÉS PÚBLICO DEL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL DE PUERTO LLERAS – META”

SEÑORES

CONCEJO MUNICIPAL DE PUERTO LLERAS
CIUDAD 

ASUNTO: Proyecto de Acuerdo “POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA UNA MODIFICACIÓN EXCEPCIONAL DE NORMAS URBANÍSTICAS Y UNA MODIFICACIÓN POR RAZONES DE EXCEPCIONAL INTERÉS PÚBLICO DEL ESQUEMA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL DE PUERTO LLERAS – META”
Conforme el asunto de la referencia, para decisión y consideración de la honorable corporación administrativa, remito el siguiente proyecto de acuerdo, el cual se sustenta en la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 311 de la Constitución Política de 1991, y de lo dispuesto en la Ley 1551 de 2012, comedidamente nos permitimos presentar el siguiente Proyecto de Acuerdo “Por medio del cual se adopta una modificación excepcional de normas urbanísticas y una modificación por razones de excepcional interés público del Esquema de Ordenamiento Territorial de Puerto Lleras – Meta”, con el propósito que se sirva darle el trámite oportuno y pertinente, previsto en las normas vigentes que rigen a esta Corporación.

I. SUSTENTO JURÍDICO

a. De orden constitucional
“Articulo  311. Al municipio como entidad fundamental de la división político - administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes”.

“Articulo  312. Modificado por el art. 5, Acto Legislativo 01 de 2007. En cada municipio habrá una corporación político-administrativa elegida popularmente para períodos de cuatro (4) años que se denominará concejo municipal, integrado por no menos de 7, ni más de 21 miembros según lo determine la ley de acuerdo con la población respectiva. Esta corporación podrá ejercer control político sobre la administración municipal.

(…)”
“Artículo  313. Corresponde a los concejos: (…)
7. Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda.

(…)”

b. De orden legal y  reglamentario.

1. Ley  1551 de 2012. 
Artículo 3°. Funciones de los municipios. Corresponde al municipio: (…)

9. Formular y adoptar los planes de ordenamiento territorial, reglamentando de manera específica los usos del suelo en las áreas urbanas, de expansión y rurales, de acuerdo con las leyes y teniendo en cuenta los instrumentos definidos por la UPRA para el ordenamiento y el uso eficiente del suelo rural. Optimizar los usos de las tierras disponibles y coordinar los planes sectoriales en armonía con las políticas nacionales y los planes departamentales y metropolitanos. Los Planes de Ordenamiento Territorial serán presentados para revisión ante el Concejo Municipal o Distrital cada 12 años. (…)”.

2. Ley 388 de 1997 “Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 2 de 1991 y se dictan otras disposiciones”.
Artículo 9º.- Plan de Ordenamiento Territorial. El plan de ordenamiento territorial que los municipios y distritos deberán adoptar en aplicación de la presente Ley, al cual se refiere el artículo 41 de la Ley 152 de 1994, es el instrumento básico para desarrollar el proceso de ordenamiento del territorio municipal. Se define como el conjunto de objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo. Los planes de ordenamiento del territorio se denominarán:

a) Planes de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los distritos y municipios con población superior a los 100.000 habitantes; 

b) Planes básicos de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los municipios con población entre 30.000 y 100.000 habitantes; 

c) Esquemas de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los municipios con población inferior a los 30.000 habitantes”.

Esta norma a su vez determina las disposiciones que deben ser tenidos como normas de superior jerarquía, en el marco de la formulación de estos instrumentos, entre otras las relacionadas con: Conservación y protección del medio ambiente, los recursos naturales y, la prevención de amenazas y riesgos naturales; así como las políticas y normas sobre conservación y uso de las áreas e inmuebles que son patrimonio cultural; el señalamiento y localización de las infraestructuras de la red vial nacional y regional, los puertos y aeropuertos y los sistemas de suministros de agua, energía y servicios de saneamiento básico y los componentes de ordenamiento territorial de los planes integrales de desarrollo metropolitano en cuanto sean aplicables. 

“Artículo 11º.- Componentes de los planes de ordenamiento territorial. Los planes de ordenamiento territorial deberán contemplar tres componentes:

1. El componente general del plan, el cual estará constituido por los objetivos, estrategias y contenidos estructurales de largo plazo.

2. El componente urbano, el cual estará constituido por las políticas, acciones, programas y normas para encauzar y administrar el desarrollo físico urbano.

3. El componente rural, el cual estará constituido por las políticas, acciones, programas y normas para orientar y garantizar la adecuada interacción entre los asentamientos rurales y la cabecera municipal, así como la conveniente utilización del suelo”.

“Artículo 24º.- Instancias de concertación y consulta. El alcalde distrital o municipal, a través de las oficinas de planeación o de la dependencia que haga sus veces, será responsable de coordinar la formulación oportuna del proyecto del plan de Ordenamiento Territorial, y de someterlo a consideración del Consejo de Gobierno.

En todo caso, antes de la presentación del proyecto de plan de ordenamiento territorial a consideración del concejo distrital o municipal, se surtirán los trámites de concertación interinstitucional y consulta ciudadana, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

1. El proyecto de Plan se someterá a consideración de la Corporación Autónoma Regional o autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación en lo concerniente a los asuntos exclusivamente ambientales, dentro del ámbito de su competencia de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 99 de 1993 y en especial por su artículo 66, para lo cual dispondrá de treinta (30) días; sólo podrá ser objetado por razones técnicas y fundadas en los estudios previos. Esta decisión será, en todo caso, será apelable ante el Ministerio del Medio Ambiente.

En los casos que la segunda instancia corresponde al Ministerio del Medio Ambiente, éste podrá asumir la competencia para considerar el Plan de Ordenamiento Territorial cuando transcurra treinta (30) días hábiles sin que la Corporación Autónoma Regional o autoridad ambiental competente haya adoptado una decisión.

2. Durante el mismo término previsto en el numeral anterior se surtirá la instancia de concertación con la Junta Metropolitana para el caso de planes de ordenamiento de municipios que formen parte de áreas metropolitanas, instancia que vigilará su armonía con los planes y directrices metropolitanas, en asuntos de su competencia.

3. Una vez revisado el proyecto por las respectivas autoridades ambientales y metropolitanas, en los asuntos de su competencia, se someterá a consideración del Consejo Territorial de Planeación, instancia que deberá rendir concepto y formular recomendaciones dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes.

4. Durante el período de revisión del plan por la Corporación Autónoma Regional, o la autoridad ambiental correspondiente, la Junta Metropolitana y el Consejo Territorial de Planeación, la administración municipal o distrital solicitará opiniones a los gremios económicos y agremiaciones profesionales y realizará convocatorias públicas para la discusión del plan, incluyendo audiencias con las juntas administradoras locales, expondrá los documentos básicos del mismo en sitios accesibles a todos los interesados y recogerá las recomendaciones y observaciones formuladas por las distintas entidades gremiales, ecológicas, cívicas y comunitarias del municipio, debiendo proceder a su evaluación, de acuerdo con la factibilidad, conveniencia y concordancia con los objetivos del plan. Igualmente pondrán en marcha los mecanismos de participación comunal previstos en el artículo 22 de esta Ley.

Las administraciones municipales y distritales establecerán los mecanismos de publicidad y difusión del proyecto de plan de ordenamiento territorial que garanticen su conocimiento masivo, de acuerdo con las condiciones y recursos de cada entidad territorial.

Parágrafo.- La consulta democrática deberá garantizarse en todas las fases del plan de ordenamiento, incluyendo el diagnóstico, las bases para su formulación, el seguimiento y la evaluación”.

“Artículo 25º.- Aprobación de los planes de ordenamiento. El proyecto de plan de ordenamiento territorial, como documento consolidado después de surtir la etapa de la participación democrática y de la concertación interinstitucional de que trata el artículo precedente, será presentado por el alcalde a consideración del concejo municipal o distrital, dentro de los treinta (30) días siguientes al recibo del concepto del Consejo Territorial de Planeación. En el evento de que el concejo estuviere en receso, el alcalde deberá convocarlo a sesiones extraordinarias. Toda modificación propuesta por el concejo deberá contar con la aceptación de la administración”.  

3. Ley 810 de 2003 “Por medio de la cual se modifica la Ley 388 de 1997 en materia de sanciones urbanísticas y algunas actuaciones de los curadores urbanos y se dictan otras disposiciones”.
Artículo 12. Los Concejos Municipales y Distritales podrán revisar y hacer ajustes a los Planes de Ordenamiento Territoriales ya adoptados por las entidades territoriales y por iniciativa del alcalde. Si el concejo no aprueba en noventa (90) días calendario la iniciativa, lo podrá hacer por decreto el alcalde.

4. Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”.
5. 1523 de 2012 “Por la cual se adopta la política nacional de gestión del riesgo de desastres y se establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y se dictan otras disposiciones”.
Artículo 14. Los Alcaldes en el Sistema Nacional. Los alcaldes como jefes de la administración local representan al Sistema Nacional en el Distrito y el municipio. El alcalde, como conductor del desarrollo local, es el responsable directo de la implementación de los procesos de gestión del riesgo en el distrito o municipio, incluyendo el conocimiento y la reducción del riesgo y el manejo de desastres en el área de su jurisdicción.
Parágrafo. Los alcaldes y la administración municipal o distrital, deberán integrar en la planificación del desarrollo local, acciones estratégicas y prioritarias en materia de gestión del riesgo de desastres, especialmente, a través de los planes de ordenamiento territorial, de desarrollo municipal o distrital y demás instrumentos de gestión pública.
3. Decreto Nacional 1077 de 2015 “Artículo 2.2.2.1.2.6.1 Revisión de los planes de ordenamiento territorial. Los Concejos municipales o distritales, por iniciativa del alcalde y en el comienzo del período constitucional de éste, podrán revisar y ajustar los contenidos de largo, mediano o corto plazo de los Planes de Ordenamiento Territorial, siempre y cuando haya vencido el término de vigencia de cada uno de ellos, según lo establecido en dichos planes.

Tales revisiones se harán por los motivos y condiciones contemplados en los mismos Planes de Ordenamiento Territorial para su revisión, según los criterios que establece el artículo 28 de la Ley 388 de 1997.

Parágrafo. Por razones de excepcional interés público, o de fuerza mayor o caso fortuito, el alcalde municipal o distrital podrá iniciar en cualquier momento el proceso de revisión del Plan o de alguno de sus contenidos. Serán circunstancias de excepcional interés público, o de fuerza mayor o caso fortuito, que justifiquen la revisión del Plan de Ordenamiento las siguientes:

1. La declaratoria de desastre o calamidad pública de que tratan los artículos 18 y 48 del Decreto Ley 919 de 1989, por la ocurrencia súbita de desastres de origen natural o antrópico.

2. Los resultados de estudios técnicos detallados sobre amenazas, riesgos y vulnerabilidad que justifiquen la recalificación de áreas de riesgo no mitigable y otras condiciones de restricción diferentes de las originalmente adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial vigente”. 

Artículo 2.2.2.1.2.6.2 del mismo Decreto Nacional 1077 de 2015: “Artículo 2.2.2.1.2.6.2 Modificación excepcional de normas urbanísticas. De conformidad con lo establecido en el artículo 15 de la Ley 388 de 1997, adicionado por el artículo 1 de la Ley 902 de 2004, la modificación excepcional de alguna o algunas de las normas urbanísticas de carácter estructural o general del Plan de Ordenamiento Territorial, que tengan por objeto asegurar la consecución de los objetivos y estrategias territoriales de largo y mediano plazo definidas en los componentes General y Urbano del Plan de Ordenamiento Territorial, podrá emprenderse en cualquier momento, a iniciativa del Alcalde municipal o distrital, siempre y cuando se demuestren y soporten técnicamente los motivos que dan lugar a su modificación.

La modificación excepcional de estas normas se sujetará en todo a las previsiones vigentes en el Plan de Ordenamiento Territorial, de acuerdo con la jerarquía de prevalencia de los componentes, contenidos y demás normas urbanísticas que lo integran”.

3. De orden jurisprudencial
a. Sentencia STC 4360 de 2018 de la Corte Suprema de Justicia.

Tutela de la Corte Suprema de Justicia que reconoce a la Amazonía Colombiana como entidad “sujeto de derechos”, titular de la protección, de la conservación, mantenimiento y restauración a cargo del Estado y las entidades territoriales que la integran. 

Busca proteger entre otros el derecho a un ambiente sano. Los accionantes consideran que la deforestación presentada en el territorio amazónico colombiano, comprendido en los municipios de San Vicente del Caguan, Cartagena del Chairá, San José del Guaviare, Calamar, La Macarena, Puerto Leguízamo, Solano, Uribe, El Retorno, Puerto Guzmán, Puerto Rico, Miraflores, Florencia y Vistahermosa; y la falta de medidas del gobierno nacional y demás autoridades públicas para contrarrestar esa situación, vulneran las prerrogativas a la vida y a la salud, así como los derechos ambientales de las generaciones futuras. 

Destaca la necesidad de adoptar medidas correctivas y paliativas para i) la expansión desmedida de los cultivos ilícitos y de minería ilegal que destruyen irracionalmente el bosque amazónico, ii) llenar el vacío dejado por las Farc y paramilitares para hacer presencia activa del Estado en pro de la conservación de territorios amazónicos que en el contexto del conflicto armado fueron reconquistados por grupos insurgentes; iii) impedir y mitigar los crecientes incendios, la deforestación y la expansión irracional de la frontera agrícola; iv) la falta de prevención de las consecuencias inherentes a la apertura de vías, al otorgamiento e títulos de propiedad territorial de concesión minera; v) la expansión de los cultivos agroindustriales y de ganadería a gran escala; vi) la preservación de ese ecosistema por su importancia para regular el clima mundial; viii) la ausencia de cálculos científicos de la ausencia de libración de toneladas de carbono por las quemas y la pérdida de biomasa, que constituye la cobertura vegetal, y; viii) hacer frente al cambio climático por causa de la destrucción de la selva amazónica del territorio nacional. 

Las autoridades ambientales no están cumpliendo sus funciones de evaluar, controlar y monitorear los recursos naturales y de imponer y ejecutar las sanciones en caso de que se presente una violación de normas de protección ambiental en su competencia, pudiendo incluso, en caso de no contar con los recursos necesarios, solicitar apoyo a otras entidades del nivel nacional y local, con el objetivo de velar por los recursos naturales. 

La situación transgrede el cumplimiento de sus atribuciones legales y reglamentarias, establecidas por el artículo 3 de la Ley 1551 de 2012, el cual les asigna a los municipios “velar por el adecuado manejo de los recursos naturales y del ambiente, de conformidad con la Constitución y la Ley”.
La Sentencia, entre otras acciones ordena: - A todos los municipios de la Amazonía colombiana realizar en un plazo de cinco (5) meses siguientes a la notificación del presente proveído, actualizar e implementar los Planes de Ordenamiento Territorial, en lo pertinente, deberán contener un plan de acción de reducción cero de la deforestación en su territorio, el cual abarcará estrategias medibles de tipo preventivo, obligatorio, correctivo, y pedagógico, dirigidas a la adaptación del cambio climático.
b. Lineamientos técnicos y de política pública ambiental para la actualización de las determinantes ambientales por parte de las corporaciones para el desarrollo sostenible, como insumo para apoyar el cumplimiento por parte de los municipios de la tercera orden de la sentencia STC 4360 de 2018, de la Dirección de Ordenamiento Ambiental Territorial y Sistema Nacional Ambiental – SINA del Viceministerio de Ordenamiento Ambiental del Territorio. Dicta los lineamientos a tener en cuenta para la actualización de los lineamientos ambientales que son determinantes de superior jerarquía para tener en cuenta en la adopción o modificación de los planes y esquemas de ordenamiento territorial. 
Sobre este aspecto es importante señalar que si bien Puerto Lleras no se encuentra dentro de los municipios identificados por la Sentencia 4360 de 2018, las decisiones adoptadas en dicha decisión, sí impactan a todos los municipios de la zona de la Amazonía Colombiana y en este sentido, incluso a este municipio, por lo que en aplicación de un ordenamiento riguroso del territorio y su planificación se considera igualmente necesario seguir los lineamientos dados e incluir los programas y proyectos referidos a la disminución de la deforestación a que hacen referencia esta decisiones y órdenes. 

4. De orden local

a. Esquema de Ordenamiento Territorial de Puerto Lleras: Fue adoptado por medio del Acuerdo 026 del 17 de diciembre de 2005 “Por el cual se adopta el Esquema de Ordenamiento Territorial para el Municipio de Puerto Lleras, Meta”.
El Esquema de Ordenamiento define que su largo plazo tendrá una vigencia de 3 administraciones, por lo que dado que fue adoptado en el año 2005 ya se encuentra agotada su vigencia.
“Artículo 1o: Adoptar el Esquema de Ordenamiento Territorial para el Municipio de Puerto Lleras el cual está consignado en el Documento Técnico y en los Planos en los cuales se plasma la cartografía definida en las partes de capítulos, titulo, artículos y parágrafo, del mencionado documento, los cuales forman parte integral y vinculante del presente Acuerdo.

Artículo 2: El Ordenamiento Territorial lo entendemos como un instrumento de planificación que se define como la política de Estado para “orientar la planeación del desarrollo desde una perspectiva holística, democrática, participativa y como instrumento de planificación que aporta al proceso enfoques, métodos y procedimientos que permiten acercar las políticas de desarrollo a la problemática particular de un territorio cuando estas se recogen a niveles superiores para acudir con recursos en subsidiaridad, cofinanciación y otros métodos que la viabilicen.

Artículo 3: El Plan de Ordenamiento Territorial es el instrumento mediante el cual Puerto Lleras integra y proyecta en su territorio, las políticas y estrategias económicas, sociales, ambientales y culturales, con el fin de lograr la coherencia entre los objetivos de desarrollo y los procesos de uso y ocupación del territorio en espera de salir de la depresión económica causada por el marginamiento social, político y económico generado por el establecimiento”.

II. JUSTIFICACIÓN DEL ACUERDO 

a. Sobre el tipo y alcance del ajuste puesto a consideración del Concejo Municipal

De acuerdo con lo previamente indicado el Esquema de Ordenamiento ha cumplido su vigencia de largo plazo. No obstante lo anterior, de acuerdo con las normas previamente citadas se considera viable por parte del Concejo municipal adoptar el ajuste de su componente rural y de los aspectos pertinentes del componente general que incidan directamente en el primero citado, cumpliendo los estudios definidos en el Decreto 1077 de 2015, para lo cual se debe dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 388 de 1997, y los artículos 2.2.2.1.2.6.1 y 2.2.2.1.2.6.2 del Decreto 1077 de 2015 previamente citados. 

En este orden de ideas, la propuesta que ahora se somete a consideración del Concejo municipal se basa en la posibilidad normativa de ajustar el Esquema de Ordenamiento para modificar alguna o algunas de las normas que tengan por objeto asegurar la consecución de los objetivos y estrategias territoriales de largo y mediano plazo definidas en los componentes General y Urbano del POT, y las normas que definan las áreas de protección y conservación de los recursos naturales y paisajísticos, e incorporar los resultados de estudios técnicos detallados sobre amenazas, riesgos y vulnerabilidad que justifiquen la recalificación de áreas de riesgo no mitigable y otras condiciones de restricción diferentes de las originalmente adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial vigente. 

En el presente caso, además con el fin de incluir los lineamientos y estrategias para reducir a cero la deforestación y los lineamientos para la adaptación al cambio climático en la Amazonía colombiana, además de incorporar los estudios de riesgo en el componente rural de los Esquemas de Ordenamiento y en esta medida, ajustar las normas  necesarias para dar cumplimiento a las anteriores directrices se deberá adelantar una modificación excepcional de normas urbanísticas y una modificación por razones de excepcional interés público, cumpliendo para el efecto los procedimientos establecidos en el Decreto Nacional 1077 de 2015.  

b. Sobre las condiciones encontradas en el municipio

Puerto Lleras está ordenado en un ¡68.58% de su territorio bajo al menos una determinante ambiental. Sin embargo, estas determinantes son poco conocidas por la comunidad y no se protege por medio de ellas las áreas ambientales importantes. 

El DMI Ariari Guayabero cubre 153097,75 ha de Puerto Lleras pero no cuenta con plan de manejo. El DMI es una determinante ambiental y por ello se constituye en norma de superior jerarquía. Al no contar con plan de manejo, crea un vacío en el modelo de ocupación territorial de este municipio. Este vacío es parcialmente solventado por el traslape con el POMCA río medio y bajo Ariari en 75707 ha. Esto significa que la no existencia del plan de manejo para el DMI Ariari Guayabero deja un vacío en el ordenamiento de 77390,75 ha en Puerto Lleras, es decir, 30,36% del suelo de este municipio.   En esta zona se pueden proponer usos del suelo acorde con el objetivo de conservación del DMI -“Conservar la biota, propender por el desarrollo sostenible mediante su zonificación de producción y recuperación para la producción” (CORMACARENA, 2018b)- y las disposiciones del Decreto 1974 de 1989.

Una de las principales causas del deterioro ambiental en Puerto Lleras es la deforestación, actividad económica que produce un beneficio económico individual y de corto plazo, afectando los servicios de los ecosistemas de los cuales depende el desarrollo de las comunidades rurales en el mediano y largo plazo.  

Lo anterior genera dos retos ambientales. El primero de ellos, disminuir o detener la deforestación para mantener la capacidad de regeneración natural de los ecosistemas y de esa manera proteger los servicios de los ecosistemas de los cuales dependen las comunidades rurales de Puerto Lleras.  El segundo, buscar estrategias de conservación a nivel predial, acordes con las determinantes ambientales, sin afectar en el corto plazo la economía familiar campesina. 

Además, es importante que tanto las decisiones de ordenamiento como las buenas prácticas de uso y ocupación del suelo rural incentiven condiciones de resiliencia frente a lo que actualmente se constituye en una amenaza extensa y frecuente por las inundaciones en las inmediaciones del Río Ariari y del Caño Cunimía; así como en las zonas asociadas a vegas y planicies de inundaciones con poca actividad fluvial. El municipio también es vulnerable a los incendios forestales, lo cual está principalmente asociado a las elevadas temperaturas características de la región (24°C generalmente), para lo cual también es necesario plantear estrategias de rápidas respuestas a su manejo y medidas de prevención para su disminución.

Puerto Lleras ha sido un municipio expulsor de población por razones asociadas al conflicto armado y a escasas oportunidades para la generación de ingresos a las familias; sin embargo, sigue teniendo una población principalmente ubicada en el territorio rural. Población distribuida en el municipio de manera heterogénea, con una mayor concentración de población en caseríos y viviendas dispersas en la margen derecha del río Ariari, y menor población en la margen izquierda, donde se registra aún menos población en la zona sur oriental. 

La principal forma de desplazamiento de las áreas rurales, es la terrestre a través de la red vial, seguido del modo fluvial. Sin embargo, las infraestructuras en ambos modos de transporte son precarias, excepto por las buenas condiciones de la Troncal del Llano; la red vial rural permanece en mal estado y es muy vulnerable a los periodos de invierno, y frente a la infraestructura fluvial, es necesario mejorar las condiciones de los puertos sobre los ríos Ariari, Güejar, Cunimía y Manacacias para potenciar aún más este modo de transporte.

En cuanto a las infraestructuras para todos los servicios públicos es muy precaria. Se destaca que el servicio de acueducto rural solo existe para algunos caseríos que se abastecen a través de pozos o aljibes con problemas de contaminación por percolación de vertimientos; pues no existen sistemas de tratamiento de agua potable. Sobre los vertimientos, son parcialmente recogidos en los caseríos a través de tuberías de alcantarillado pero sin ningún tipo de tratamiento; excepto en Villa La Paz que cuenta con PTAR. Por los demás, se disponen a campo abierto o se vierten sobre los ríos y quebradas cercanos generando conflictos por contaminación; esto sumado al hecho que no se presta servicio de recolección de residuos en el área rural. 

En infraestructura educativa, el municipio en su área rural está bien dotada, no obstante la oferta por nivel educativo se concentra en básica primaria y la oferta para culminar la secundaria tiene dificultades asociadas a su accesibilidad (rutas escolares parciales), mal estado de las edificaciones, escasa dotación y baja calidad de la alimentación escolar. En cuanto a la infraestructura para el servicio de salud, los puestos de salud no funcionan por falta de personal médico, por tanto la población depende exclusivamente de estos servicios del área urbana e incluso de Granada.

Por su parte también se destacan las bajas condiciones de calidad de las viviendas rurales, no por sus materiales de construcción sino por la inestabilidad de sus estructuras, condiciones de hacinamiento, mala ventilación e iluminación natural, y servicios públicos inadecuados. Esta situación sumada a las precariedades en infraestructura de movilidad, servicios públicos y equipamientos, implica para la formulación del EOT tener en cuenta acciones prioritarias para el mejoramiento de la calidad de vida de las comunidades asentadas en este territorio.

Después de revisada la información sobre usos y actividades, es importante contrastar esto con la vocación de uso del municipio, donde el municipio de Puerto Lleras tiene una alta aptitud para la conservación y el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, principalmente del recurso bosque y la conservación del recurso hídrico, donde la clasificación agrológica del IGAC muestra que son tierras que presentan restricciones de altas a severas para la actividad agropecuaria.

Por su parte el municipio presenta más del 60% de su área dentro de la frontera agrícola, es decir donde están permitidas las actividades agropecuarias. Con base en esto y articulado con la vocación de uso expuesta, se puede inferir que las actividades agropecuarias que se promuevan en estas áreas deberán tener presente la vocación forestal de las tierras y en esta medida debe compatibilizarse en arreglos silvoagrícolas y silvopastoriles con las restricciones propias que derivan este tipo de usos en suelos que también deben ser protegidos, garantizando al mismo tiempo la disponibilidad del recurso hídrico.

Para finalizar, es de destacar que los conflictos de uso en el municipio no son muy agudos, pues el mayor conflicto identificado se da por subutilización del suelo (47%) y en menor medida por sobreutilización de moderada a severa (12%). La sobreutilización del suelo se ve marcada principalmente sobre áreas protegidas, principalmente sobre el DMI Ariari Guayabero y sobre otras áreas de importancia ambiental en el costado sur occidental del municipio, esto tiene implicaciones importantes que denotan presiones sobre los ecosistemas y sus dinámicas naturales que se deben revisar para proponer estrategias y acciones para la efectiva implementación de los respectivos planes de manejo.

Otro reto para el municipio es la promoción de proyectos agropecuarios en el marco de las ZIDRES, de tal manera que estos proyectos se implanten beneficiando e incluyendo a la población campesina, lleguen a todas las escalas de producción, y se definan y formulen en espacios de concertación social.

A partir de la realización del diagnóstico de las condiciones de ordenamiento territorial del municipio se presenta la propuesta de ajuste al Esquema de Ordenamiento Territorial que incluye la definición de las normas aplicables a los suelos rurales, las condiciones de manejo de las áreas ambientales y los suelos de protección, además de incluir los estudios de riesgo conforme a las previsiones y escalas definidas en las normas nacionales que rigen la materia y el programa de ejecución que se incorporará igualmente en los Planes de Desarrollo municipales, entre otros aspectos. 

IIII. Estudios de la modificación y revisión

De esta manera, la propuesta de revisión de Plan de Ordenamiento Territorial de Municipio de Puerto Lleras, tiene en cuenta para su ajuste: 

1. El Diagnóstico del territorio. Dentro del cual se revisaron las distintas dimensiones y atributos del municipio en suelo rural y su respectiva incidencia en el componente general del EOT. 

2. Los análisis técnicos realizados. Estudios técnicos realizados por el equipo consultor integrado por un equipo multidisciplinar, encargado de la revisión de POT. 

3. Los aportes de los actores sociales y institucionales. En el marco de las reuniones, talleres y diferentes espacios de participación adelantados dentro del proceso de revisión. 

4. El seguimiento realizado al EOT vigente. La revisión de los alcances y contenido del Acuerdo 014 de 2002 y su programa de ejecución, en lo relacionado con la suficiencia y coherencia de sus contenidos, la articulación entre objetivos, estrategias y proyectos, los avances en la construcción del modelo de ordenamiento territorial, el cumplimiento de sus objetivos y la ejecución de los proyectos. 

Conforme a todo lo expuesto y por considerar que el Concejo Municipal tiene las facultades constitucionales y legales para la adopción del presente Acuerdo se remite a la Corporación para su debate y aprobación.

Atentamente, 

Alcalde de Puerto Lleras 
Secretario de Planeación municipal
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